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Los derechos de autor
del informador profesional

La actualidad judicial propor-
cionada por una reciente sen-
tencia acerca de la titularidad
de los derechos de propiedad

intelectual sobre los periódicos dia-
rios como obra colectiva, ha puesto
colateralmente de relieve la titula-
ridad de la autoría de los profesio-
nales de la información cuya crea-
ción se refleja en tales medios. O
planteado de otra forma: ¿el infor-
mador que convierte un hecho de
actualidad en noticia para ser vehi-
culado por un concreto medio de
comunicación, en este caso escrito,
tiene algún derecho sobre la divul-
gación posterior y secundaria del tra-
bajo realizado?; y, en su caso, ¿le am-
para la legislación sobre Propiedad
Intelectual? Intencionadamente, se

deja fuera de estas reflexiones si los
trabajos son después difundidos en
ediciones digitales, trasformados a
lenguaje HTML o formato PDF, ya
que de lo que se trata es de concre-
tar en su origen el derecho que am-
para al sujeto y titularidad de la
obra, siendo así que la respuesta ha-
brá de repercutir en los diferentes
modos de difusión que acarreen
cualquier tipo de lucro.

A los efectos de despejar el cami-
no por el que han de discurrir estos
razonamientos conviene precisar dos
cuestiones previas: el objeto y con-
tenido de la protección, y el derecho
que le ampara. En primer término,
se trata de las noticias de actualidad
que elabora, partiendo de un hecho
veraz, el profesional de la informa-
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ción, dejando a un lado otros géne-
ros o modos de expresión periodís-
tica que igualmente forman parte de
la obra colectiva que es un periódi-
co, pero están sujetas a distinta re-
gulación normativa. Profesional que
deberá estar vinculado
jurídicamente a la em-
presa editora del medio
de forma estable y per-
manente y con la remu-
neración debida. El suje-
to informador, respetan-
do la realidad del suceso,
aporta a la noticia su pe-
culiar estilo de expresión
intelectual que se mate-
rializa en una estructura
singular de creación lite-
raria, que la Constitución
ampara genéricamente
al reconocer y proteger
lo que comúnmente lla-
mamos Propiedad Inte-
lectual o Derecho de Au-
tor, y que específicamen-
te comprende los deno-
minados “derechos sobre
bienes inmateriales”.
Con la tutela de las crea-
ciones intelectuales adquieren exis-
tencia y amparo en el ordenamien-
to unos bienes que no son cosas, y
en muchos casos difieren de su re-
gulación. Son los bienes inmateria-
les, creación del hombre, no percep-
tibles físicamente, sino a través de
su exteriorización e incorporación a
un soporte, una cosa, una conducta

habitual o una energía, que a su vez
es mera concreción de un arquetipo
de carácter intelectual, que al no
identificarse con las cosas que son
su expresión visible o audible pue-
de, permaneciendo idéntico, mani-

festarse en un número
ilimitado y plural de
aquellas. Estos bienes
son capaces de goce y
percepción por parte de
un número indefinido de
sujetos, los cuales, a tra-
vés de la multiplicidad
de ejemplares que cons-
tituyen la manifestación
material de una idéntica
creación intelectual, pue-
den disfrutarse simultá-
nea e íntegramente. La
adquisición del derecho
sobre estos bienes inma-
teriales se realiza por el
acto mismo de su crea-
ción e implica un autén-
tico derecho de propie-
dad, en el sentido de que
comporta el derecho más
amplio posible sobre el
bien inmaterial concreto.

No existe una definición legal de la
obra periodística, siendo su referen-
cia normativa más cercana los “tra-
bajos y artículos sobre temas de ac-
tualidad difundidos por los medios
de comunicación” a que se refiere el
art. 33.1 de la Ley de Propiedad In-
telectual (LPI), lo que avoca a consi-
derar que tales trabajos tienen un re-
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conocimiento y una titularidad tan-
to moral como patrimonial.

La regulación normativa de esos
derechos no es una originalidad de
nuestros días, sino que ha ido evo-
lucionando al tiempo que lo hacían
las técnicas de difusión. Durante más
de 130 años, desde la española Ley
de Propiedad Intelectual (10.1.1879),
la Convención de Berna (en su tex-
to de 9.9.1886, revisado el 26.6.1948)
y la Convención de Ginebra
(6.9.1952), pasando por el reconoci-
miento y protección del derecho a
la creación literaria que hace la vi-
gente Constitución en su art. 20.1.b)
y la actual Ley española de 12 de
abril de 1996, en su modificación
sustantiva del 7 de julio de 2006, has-
ta las más recientes directivas
2006/116/CE, de 12 de diciembre de
2006, y 2009/24/CE, de 23 de abril
de 2009, del Parlamento y del Con-
sejo, decenas de normas se han ocu-
pado, con mejor o peor fortuna, de
lo que entendemos como Derecho
de Autor que genera la propiedad in-
telectual. Al tiempo y paralelamen-
te, como no podía ser de otra forma,
la literatura jurídica multiuso se vie-
ne haciendo eco del ejercicio y titu-
laridad de estos derechos. No obs-
tante, y dicho lo cual, hoy seguimos
preguntándonos sobre la aplicabili-
dad instrumental y eficacia práctica
de los derechos de autor del infor-
mador profesional.

La denominación genérica del lla-
mado Derecho de Autor encubre

otros derechos o facultades del su-
jeto tales como los “derechos mora-
les”, ligados al autor de manera per-
manente y que son irrenunciables
e imprescriptibles; “los derechos pa-
trimoniales”, que le permiten la ex-
plotación de la obra; “los derechos
de reproducción”, que autorizan al
autor de la obra impedir a terceros
efectuar copias o reproducciones sin
su consentimiento, y los “derechos
de traducción”, que exigen el per-
miso del titular para reproducir y pu-
blicar la obra en otro idioma distin-
to al original en que fue escrita. Tam-
bién es posible hablar en el exten-
so campo de la casuística de “dere-
chos conexos” y de “derechos de co-
municación pública”. Todos ellos tie-
nen el común denominador de con-
ceder al autor de la obra o creación
original los derechos de disposición
sobre ella, que se concretan en las
facultades que el autor posee sobre
su propiedad intelectual. Esta pro-
piedad intelectual que se refiere al
derecho subjetivo que tiene el au-
tor sobre la creación, producto de
su mente o ingenio, se traduce de
ordinario en dos aspectos funda-
mentales: la paternidad de la obra
y su explotación económica exclu-
siva, que constituyen facultades o
aspectos moral, por un lado, y pa-
trimonial, por otro. Por tanto, y en
resumen, debe distinguirse entre la
creación intelectual propiamente di-
cha y la exteriorización material en
que se traduce o plasma la idea. La
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primera es de naturaleza espiritual,
que se comunica o puede comuni-
carse; la segunda es una cosa corpo-
ral sobre la que recae un derecho
de dominio normal y no especial,
que puede ser reproducida indefini-
damente y adquirida por
un número inidentifica-
do de personas. Su am-
paro legal viene recogi-
do tanto en el art. 428
del Código Civil –“el au-
tor de una obra literaria,
científica o artística tie-
ne el derecho de explo-
tarla y disponer de ella
a su voluntad”–, como
en los arts. 1 y 2 de la
LPI –“la propiedad inte-
lectual de una obra lite-
raria, artística o científi-
ca corresponde al autor
por el solo hecho de su
creación, y está integra-
da por derechos de ca-
rácter personal y patri-
monial, que atribuyen al
autor la plena disposi-
ción y el derecho exclu-
sivo a la explotación de
la obra, sin más limitaciones que las
establecidas en la Ley”–. Al referir-
se al objeto de la protección, la LPI
concreta que son objeto de propie-
dad intelectual todas las creaciones
originales expresadas por cualquier
medio o soporte, tangible o intangi-
ble, actualmente conocido o que se
invente en el futuro.

La actual Ley de Propiedad Inte-
lectual, especialmente confusa en lo
que atañe a la autoría moral de la
obra, no lo es tanto al regular el de-
recho de explotación. Al referirse a
los sujetos, considera autor a la per-

sona natural que crea la
obra; no obstante de la
protección que concede
al autor, se podrán bene-
ficiar personas jurídicas
en los casos expresamen-
te previstos en ella. El pe-
riódico tiene la conside-
ración legal de “obra co-
lectiva” definida en la
Ley como “la creada por
la iniciativa y bajo la co-
ordinación de una perso-
na natural o jurídica que
la edita y divulga bajo su
nombre y está constitui-
da por la reunión de
aportaciones de diferen-
tes autores cuya contri-
bución personal se fun-
de en una creación úni-
ca y autónoma, para la
cual haya sido concebida
sin que sea posible atri-

buir separadamente a cualquiera de
ellos un derecho sobre el conjunto
de la obra realizada. Salvo pacto en
contrario, los derechos sobre la obra
colectiva corresponden a la persona
que la edita y divulgue bajo su nom-
bre” (art. 8). La norma viene así a de-
cirnos que el derecho moral lo tie-
ne el profesional de la información;
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pero el patrimonial o de explotación
le corresponde, o puede correspon-
derle, a la empresa editora. Específi-
camente, y como antes se indica, la
Ley no reconoce la obra periodísti-
ca, pero sí se refiere a los trabajos y
artículos de actualidad difundidos
por los medios de comunicación so-
cial, disponiendo “que podrán ser re-
producidos, distribuidos y comunica-
dos públicamente por cualesquiera
otros de la misma clase, citando la
fuente y el autor si el trabajo apare-
ció con firma y siempre que no se
hubiese hecho constar en origen la
reserva de derechos. Todo ello sin
perjuicio del derecho del autor a per-
cibir la remuneración acordada o, en
defecto de acuerdo, la que se estime
equitativa. Cuando se trate de cola-
boraciones literarias será necesaria,
en todo caso, la oportuna autoriza-
ción del autor” (art. 10.1). Tratamien-
to distinto da la norma a las recopi-
laciones periódicas efectuadas en for-
ma de reseñas o revista de prensa,
que tendrán la consideración de ci-
tas. No obstante, cuando se realicen
recopilaciones de artículos periodís-
ticos que consistan básicamente en
su mera reproducción y dicha acti-
vidad se realice con fines comercia-
les, el autor que no se haya opuesto
expresamente tendrá derecho a per-
cibir una remuneración equitativa.
En caso de oposición expresa del au-
tor, dicha actividad no se entenderá
amparada por este límite (art. 32.1).
Esta disposición, incluida en la Ley

mediante la modificación de 7 de ju-
lio de 2006, se ha interpretado co-
mo el derecho de la empresa edito-
ra del medio, en su caso, a recibir
una compensación económica.

En lo concerniente a los derechos
de autor del trabajador asalariado, en
cuyo ámbito debe contemplarse la re-
lación del periodista con la empresa
editora del medio, la Ley dispone que
“la transmisión al empresario de los
derechos de explotación de la obra
creada en virtud de una relación la-
boral se regirá por lo pactado en el
contrato, debiendo éste realizarse por
escrito. A falta de pacto escrito, se pre-
sumirá que los derechos de explota-
ción han sido cedidos en exclusiva y
con el alcance necesario para el ejer-
cicio de la actividad habitual del em-
presario en el momento de la entre-
ga de la obra realizada en virtud de
dicha relación laboral. En ningún ca-
so, podrá el empresario utilizar la obra
o disponer de ella para un sentido o
fines diferentes de los que se derivan
de lo establecido en el contrato” (art.
51). Y añade, al referirse a la transmi-
sión de derechos para publicaciones
periódicas, que “salvo estipulación en
contrario, los autores de obras repro-
ducidas en publicaciones periódicas
conservarán su derecho a explotarlas
en cualquier forma que no perjudi-
que la normal de la publicación en la
que se haya insertado” (art. 52).

De lo expuesto anteriormente,
puede colegirse que al periodista au-
tor de una información de actuali-
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dad el ordenamiento jurídico le re-
conoce:

1. El derecho de autor, que com-
prende esencialmente tanto el dere-
cho moral como el derecho patrimo-
nial o de explotación de la obra. El
moral es irrenunciable e
imprescriptible; el patri-
monial forma parte de
los bienes propios del co-
mercio y puede trasmi-
tirse a terceros.

2. El derecho patri-
monial o de explotación,
que permite trasmitir su
contenido para su con-
creta difusión, en virtud
de contrato laboral, o en
su caso civil, a la empre-
sa para la que trabaja, a
cambio de la remunera-
ción económica pactada.

3. Que la obra perio-
dística únicamente pue-
de ser difundida, de
acuerdo con la relación
contractual, por la em-
presa que le contrata, no
por terceras personas na-
turales o jurídicas, con
las excepciones legales propias de la
gratuidad.

4. Que la empresa editora del me-
dio para la que trabaja el informa-
dor no puede disponer de la obra
periodística para otros fines distin-
tos a los establecidos contractual-
mente. Si la empresa editora acuer-
da formalmente con otra entidad la

publicación de su obra y el periodis-
ta no se opone, tiene derecho a la
percepción económica que le corres-
ponda, salvo renuncia expresa a ello.

5. El derecho del periodista a ne-
garse, al amparo de la cláusula de

conciencia, a que su tra-
bajo se difunda en un
medio determinado o de
una forma concreta.

Volviendo al comien-
zo, a la actualidad jurídi-
ca que ha supuesto la
sentencia de 13 de ma-
yo, del Juzgado de lo Mer-
cantil nº 6 de Madrid,
que declara el derecho
que tienen 52 empresas
editoras de diarios como
titulares de los derechos
de propiedad intelectual
sobre sus correspondien-
tes medios a que los tra-
bajos en ellos publicados
no sean difundidos me-
diante recortes, boletines
o resúmenes de prensa
por otra entidad mercan-
til que obtiene un bene-
ficio económico de tal

actividad, deja abierta la puerta pa-
ra que las empresas que realizan la
actividad de press clipping puedan es-
tablecer acuerdos mercantiles con
tales editoras, lo que legal y necesa-
riamente debería repercutir en los
profesionales de la información au-
tores de los trabajos objeto de co-
mercio. �
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